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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 93 DE 2021 SENADO
por medio de la cual se conmemora y exalta el 

bicentenario de la Batalla de Bomboná: 7 de abril de 
1822-2022 y se dictan otras disposiciones.

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE EN COMISIÓN
SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL SENADO DE LA

REPÚBLICA

Proyecto de Ley No. 093 de 2021 Senado “Por medio de la cual se conmemora y
exalta el bicentenario de la batalla de Bomboná: 7 de abril de 1822-2022 y se dictan

otras disposiciones”.

La presente ponencia consta de la siguiente estructura:

1. Trámite de la iniciativa
2. Objeto de la ley
3. Justificación del proyecto
4. Marco normativo
5. Jurisprudencia
6. Impacto fiscal
7. Conflicto de intereses
8. Proposición

1. Trámite de la iniciativa

La iniciativa puesta a consideración del Congreso de la República, es un reconocimiento
a la importancia que representó la Batalla de Bomboná en el camino a la independencia
de Colombia, porque a pesar de que ya se había librado la batalla del puente de Boyacá,
que garantizó el éxito de la Campaña Libertadora de Nueva Granada en Agosto de
1819, existían aún aquellos que se hacían llamar enemigos de la independencia, y
seguían defendiendo los derechos del rey Fernando VII, estas personas se ubicaban en
Pasto, por lo cual Simón Bolívar emprendió este enfrentamiento militar en el contexto
de las Campañas del Sur. La Batalla de Bomboná tuvo lugar el 7 de abril de 1822, y con
la victoria del ejército libertador, se obligó a los españoles a firmar una capitulación que
sellaba la liberación total de la Nueva Granada; por lo cual es necesario resaltar, educar
y concientizar sobre la importancia de esta Batalla, para todos los habitantes del
territorio, y especialmente los del sur de país.

El presente Proyecto de Ley fue radicado ante el Senado de la República el pasado 29
de julio de 2021. El 17 de agosto de 2021, la Comisión Segunda del Senado, mediante
el comunicado CSE-CS-CV19-0302-2021, me designó ponente de la presente iniciativa
legislativa.
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2. Objeto de la ley

El objeto de esta ley es vincular a la nación en la conmemoración del Bicentenario de la
Batalla de Bomboná: 7 de abril de 1822 - 2022, que se rinda un homenaje público y se
realicen reconocimientos de carácter académico, histórico, cultural, social, educativo y
ambiental a la región de impacto. En razón a que esta batalla significó la pacificación
del sur de Colombia, los departamentos de Nariño y Cauca; así como también la región
amazónica y del pacifico sur colombiano. Esta ley también contribuye al fortalecimiento
de la identidad nacional.

3. Justificación del proyecto

Se busca resaltar la importancia histórica, social y cultural de la batalla de Bomboná,
para todos los Colombianos y especialmente los que residen en el sur del país, ya que
esta batalla fue el punto final que marcó la completa liberación de la Nueva Granada
de manos de los españoles, para por fin lograr la unificación de una naciente
Colombia.

Relevancia cultural

Es de gran importancia el conmemorar los acontecimientos históricos y culturales en
Colombia, sobre todo aquellos que fueron esenciales para la fundación de la nación que
hoy conocemos, y para fortalecer el sentido de pertenencia con esta. En el presente
proyecto se busca resaltar la importancia que representó la batalla de Bomboná para el
camino de la independencia total de Colombia, y así mismo educar y concientizar a las
personas para que esta no sea olvidada, puesto que hoy en día la enseñanza sobre la
historia pasa a un segundo plano en todos los ámbitos educativos, cada vez es más
normal que las cátedras sobre historia pierdan importancia frente a acontecimientos y
temas modernos que parecen más relevantes. No solo es importante garantizar la
enseñanza y pedagogía de la historia, si no verificar que esta sea impartida con
lineamientos de calidad, hacer entender que esta cátedra no es sobre memorizar datos y
saber fechas específicas, que más allá de eso es importante que las generaciones
entiendan la importancia económica y social de los acontecimientos históricos; para esto
es necesario el compromiso de distintos actores, como el Gobierno Nacional, las
gobernaciones y las entidades del orden municipal.

El proyecto también busca enaltecer el valor histórico de la batalla de Bomboná, por lo
cual se busca incluir al ministerio de cultura, para que se autorice que en el ejercicio de
sus competencias, brinde un asesoramiento completo a la Gobernación de Nariño y las
alcaldías locales, respecto a la elaboración, el trámite, la ejecución y el financiamiento
de varios proyectos que enaltezcan el patrimonio material, su restauración y
remodelación, y el patrimonio inmaterial con la recuperación de monumentos históricos
que sirven de base para la concertación de una memoria histórica colectiva.
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Además del esfuerzo por rescatar la memoria histórica nacional, este proyecto busca
que se dé visibilidad a los lugares donde ocurrieron los hechos de la Batalla de
Bomboná, específicamente lugares como La Hacienda San Antonio de Bomboná, en el
municipio de Consacá, que según encuestas realizadas por el Sistema de Información
turística de Nariño (SITUR) no representa gran valor turístico para el departamento, y1

por tanto se ve afectado también en la generación de empleos de este sector. Así que,
como se está proponiendo, la restauración de lugares históricos busca otorgar no solo
reconocimientos culturales, sino también una mayor difusión respecto a las actividades
que se pueden realizar en estos lugares, para así ayudar al crecimiento económico de la
región, a la generación de empleo y a aumentar la productividad fruto del turismo de
lugares históricos.

4. Marco normativo

La presente iniciativa toma como base los siguientes fundamentos legales y
constitucionales:

Constitución Política de Colombia

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la
cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades.

Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce
las siguientes funciones:

[...] 1. Interpretar, reformar y derogar las leyes [...].

[...] 15. Decretar honores a los ciudadanos que hayan prestado servicios a la patria [...]”
El numeral 15 del artículo establece como facultad del Congreso de la República, por
medio de la elaboración de leyes “decretar honores a los ciudadanos que hayan prestado
servicios a la Patria”.

Adicionalmente, la Ley 397 de 1997, Ley General de Cultura, estableció los roles de
actuación del Estado frente a la cultura, a partir de la función social del patrimonio, su
reconocimiento, aprovechamiento y protección, en coordinación con las entidades
territoriales, estableciendo como principios, entre otros, la difusión del patrimonio
cultural de la Nación.

A demás de esto, el papel del estado en relación de la cultura tiene como objetivo
primordial de la política estatal sobre la materia son la preservación del Patrimonio
Cultural de la Nación y el apoyo y el estímulo a las personas, comunidades e
instituciones que desarrollen o promuevan las expresiones artísticas y culturales en los
ámbitos locales, regionales y nacional.

5. Jurisprudencia

1 Tomado de: https://siturnarino.com/estadisticas/turismo-receptor

Al respecto de las leyes de honores, la Corte Constitucional ha dispuesto, a través de la
Sentencia C-766 de 2000 dispuso al respecto: [las leyes de honores] son cuerpos
normativos en cuyas disposiciones se exaltan valores humanos que, por su ascendencia
ante la comunidad, han sido considerados como ejemplo vivo de grandeza, nobleza,
hidalguía y buen vivir. (Énfasis añadido).
Luego, en Sentencia C-817 de 2011 precisó que: “La jurisprudencia constitucional ha
fijado un grupo de reglas particulares acerca de la naturaleza jurídica de las leyes de
honores, las cuales pueden sintetizarse del modo siguiente:

1. La naturaleza jurídica de las leyes de honores se funda en el reconocimiento
estatal a personas, hechos o instituciones que merecen ser destacadas
públicamente, en razón de promover significativamente, valores que
interesan a la Constitución. Como lo ha previsto la Corte, las disposiciones
contenidas en dichas normas “[...] exaltan valores humanos que, por su
ascendencia ante la comunidad, han sido considerados como ejemplo vivo de
grandeza, nobleza, hidalguía y buen vivir, y por ello se les pone como
ejemplo ante la posteridad [...]”.

2. Contrario a como sucede con la actividad legislativa ordinaria del Congreso,
las leyes de honores carecen de carácter general y abstracto, agotándose en
su expedición de manera subjetiva y concreta, respecto de la persona,
situación o institución objeto de exaltación. En términos de la jurisprudencia
reiterada, esta clase de leyes, debe anotarse, producen efectos particulares sin
contenido normativo de carácter abstracto. Desde el punto de vista material,
no crean, extinguen o modifican situaciones jurídicas objetivas y generales
que le son propias a la naturaleza de la ley, pues simplemente se limitan a
regular situaciones de orden subjetivo o singulares, cuyo alcance es
únicamente la situación concreta descrita en la norma, sin que sean
aplicables indefinidamente a una multiplicidad de hipótesis o casos.

Estas leyes se limitan entonces, como lo dice el artículo 150, numeral 15 de
la Constitución vigente, a “[...] decretar honores a los ciudadanos que hayan
prestado servicios a la patria [...]” y de manera alguna pueden desprenderse
de su contenido, “[...] efectos contrarios a su origen, o interpretaciones
diversas que se aparten del sentido de la ley [...]”.

3. El legislador puede adoptar diversas acciones para exaltar o asociar a la
Nación a la persona, situación u organización objeto del decreto de honores,
de manera tal que las categorías avaladas por la Corte solo tienen carácter
enunciativo. Con todo, es factible identificar tres modalidades recurrentes de
leyes de honores, a saber: “[...] (i) leyes que rinden homenaje a ciudadanos;
(ii) leyes que celebran aniversarios de municipios colombianos; y (iii) leyes
que se celebran aniversarios de instituciones educativas, de valor cultural,
arquitectónico o, en general, otros aniversarios [...]”.

Por otro lado, la Sentencia C-671 de 1999 de la Corte Constitucional, expresó: “[...]
Uno de los aspectos novedosos de la Constitución de 1991, fue el de consagrar entre los
derechos fundamentales el de acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad
de oportunidades, norma está en la cual, además, en forma precisa y de manera

indiscutible, expresó el constituyente que la cultura en sus diversas manifestaciones es
fundamento de la nacionalidad por eso a continuación la Constitución Política le ordena
a las autoridades del Estado promover la investigación, la ciencia, el desarrollo y la
difusión de los valores culturales de la nación. Es decir, en adelante y a partir de la
Constitución de 1991, la cultura no es asunto secundario, ni puede constituir un
privilegio del que disfruten solamente algunos colombianos, sino que ella ha de
extenderse a todos, bajo el entendido de que por constituir uno de los fundamentos de la
nacionalidad su promoción, desarrollo y difusión es asunto que ha de gozar de la
especial atención del Estado [...]”.

6. Impacto Fiscal

Es preciso recordar que el Congreso de la República tiene la posibilidad de incluir en el
trámite legislativo órdenes o disposiciones que impliquen ciertos costos o gastos, sin
que ello signifique adición o modificación del Presupuesto General de la Nación. Ello
bajo el entendido de que está en cabeza del Gobierno decidir si se incluyen o no en el
presupuesto anual las apropiaciones requeridas para materializar el deseo del legislativo.

La Corte Constitucional lo expresó en Sentencia C-508 de 2008 en los siguientes
términos:

“El Congreso tiene la facultad de promover motu propio proyectos de ley que
decreten gastos, sin que ello implique adicionar o modificar el Presupuesto, por
cuanto esas leyes solamente constituyen el título para que luego el Gobierno
decida si incluye o no las apropiaciones respectivas en el proyecto de ley anual
de presupuesto que se somete a consideración del Congreso. Lo que no puede es
consagrar un mandato para la inclusión de un gasto, es decir, establecer una
orden de imperativo cumplimiento. Por su parte, está vedado al Gobierno hacer
gastos que no hayan sido decretados por el Congreso e incluidos previamente en
una ley. En otras palabras, el Congreso tiene la facultad de decretar gastos
públicos, pero su incorporación en el presupuesto queda sujeta a una suerte de
voluntad del Gobierno, en la medida en que tiene la facultad de proponer o no
su inclusión en la ley”.

En este orden de ideas se tiene que el presente proyecto de ley no vulnera la
Constitución en cuanto su intención no es conminar u ordenar de manera imperativa un
gasto, sino autorizar al Gobierno nacional a que, en virtud del ejercicio de sus
funciones, propias de la rama ejecutiva, pueda desarrollar debidamente las disposiciones
derivadas del presente proyecto de ley.

7. Conflicto de intereses

El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 que modificó el artículo 291 de la Ley 5 de 1992
señala que: “el autor del proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición
de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un
conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo
286”. Estos serán criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en
torno a si se encuentran en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que
el Congresista pueda encontrar”.

Por lo cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el marco normativo citado, me permito
señalar que en el trámite de este proyecto podrían presentarse conflictos de interés
moral por parte de aquellos congresistas que por razones de conciencia no quieran
participar en la discusión y votación del presente proyecto. De igual forma podrían
incurrir en conflicto de interés los congresistas cónyuge, compañero o compañera
permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de
afinidad o primero civil que puedan obtener beneficios directos o actuales del presente
proyecto.

8. Proposición

Con base en las anteriores consideraciones, se presenta ponencia positiva para primer
debate en Senado y en consecuencia se solicita a la Honorable Comisión Segunda del
Senado dar primer debate al Proyecto de ley número 093 de 2021 Senado, por medio de
la cual se conmemora y exalta el bicentenario de la batalla de Bomboná: 7 de abril de
1822-2022 y se dictan otras disposiciones.

De los Honorables Congresistas,

Atentamente,

ANTONIO SANGUINO PÁEZ BERNER ZAMBRANO ERASO
Senador de la República Senador de la República
Partido Alianza Verde Partido de la Unidad
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TEXTO PROPUESTO EN PRIMER DEBATE AL SENADO

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 093/2021 SENADO

“Por medio de la cual se conmemora y exalta el bicentenario de la batalla de
Bomboná: 7 de abril de 1822-2022 y se dictan otras disposiciones”.

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto vincular a la nación en la
conmemoración del Bicentenario de la Batalla de Bomboná: 7 de abril de 1822 - 2022,
se rinda un homenaje público y se realice unos reconocimientos de carácter académico,
histórico, cultural, social, educativo y ambiental a la región de impacto. En razón a que
esta batalla significó la pacificación del sur de Colombia, los departamentos de Nariño y
Cauca; así como también la región amazónica y del pacifico sur colombiano.

ARTÍCULO 2. RECONOCIMIENTOS HISTÓRICOS Y CULTURALES.
Autorícese al Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultura, para que en
ejercicio de sus competencias asesore y apoye a la Gobernación de Nariño y a las
alcaldías de la región en la elaboración, tramitación, ejecución y financiación de
proyectos de patrimonio material e inmaterial; de remodelación, recuperación y/o
construcción de monumentos e íconos escultóricos alusivos a los 200 años de la Batalla
de Bomboná y en general para la infraestructura historia y cultural a fin de unirse a su
conmemoración.

ARTÍCULO 3. RECONOCIMIENTOS SOCIALES Y AMBIENTALES.
Autorícese al Gobierno Nacional para que, de conformidad con los criterios de
concurrencia, complementariedad y subsidiariedad en materia presupuestal y en
coordinación con las entidades públicas nacionales competentes, se puedan adelantar
obras y actividades de interés público, social y ambiental con motivo de la
conmemoración del bicentenario de la batalla de Bomboná.

ARTÍCULO 4. SOBRE LA DIFUSIÓN E IMPORTANCIA DE LA
CONMEMORACIÓN. Encárguese al Ministerio de Cultura, a la Biblioteca Nacional
de Colombia, Biblioteca del Banco de la República, al Archivo General de Nación, al
Archivo Histórico de Pasto y de los Municipios de la región en coordinación con la
Academia Nariñense de Historia para que recopilen, seleccionen y publiquen las obras
literarias más representativas sobre la Batalla de Bomboná y estas se difundan en medio
físico como digital. Así mismo, se distribuyan en las bibliotecas de las instituciones
educativas de nivel nacional, departamental y municipal, con el fin de transmitir la
memoria historia e importancia de la dicha batalla en el contexto local, regional,
nacional e internacional.

ARTÍCULO 5. SOBRE LA DIFUSIÓN HISTÓRICA. Autorícese al Gobierno
Nacional para que a través del Ministerio de Educación se desarrollen estrategias
pedagógicas y didácticas encaminadas a difundir y preservar el legado histórico de la
Batalla de Bombona y se incorpore dicho acontecimiento en la enseñanza de la historia
de Colombia.

Así mismo, encárguese a la Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC) la
producción y emisión de documentales que reconstruyan y resalten la importancia de la
batalla de Bomboná y emítase en cadena nacional del Sistema de Medios Públicos los
dramatizados que se realicen por la Televisión Regional auspiciado por Autoridad
Nacional de Televisión (ANTV).

CORRECCIÓN: Autorícese al Gobierno Nacional a través del Ministerio de
Tecnologías de la Información y Comunicaciones y la Comisión de Regulación de
Comunicaciones, según corresponda, incorporar los recursos necesarios para que por
medio de la Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC) se produzcan y emitan
documentales que reconstruyan y resalten la importancia de la batalla de Bomboná y
emítase en cadena nacional del Sistema de Medios Públicos los dramatizados que se
realicen por la Televisión Regional auspiciado por Autoridad Nacional de Televisión
(ANTV).

ARTÍCULO 6. SOBRE LOS PROYECTO DE IMPORTANCIA ESTRATÉGICA.
Autorícese al Gobierno Nacional para que por medio del Ministerio de Cultura destine
los recursos necesarios dentro del presupuesto nacional de la nación y se implemente el
desarrollo de las siguientes obras de conmemoración por los 200 años de la batalla así:

CONTEXTO ACADÉMICO.

a) Realizar la celebración del primer congreso binacional de historia: Las
Independencias de Colombia y la Batalla de Bomboná. Sedes: Pasto y Consacá. Fechas:
4, 5 y 6 de abril de 2022. Organización: Academia Colombiana de Historia, Academia
Nacional de Historia del Ecuador y Academia Nariñense de Historia, Universidad de
Nariño.

b) Realizar el primer Gran Concurso de Historia: 3 categorías: 1. Nacional, 2. Regional,
3. Local. Temática: La Batalla de Bomboná en el contexto de la guerra emancipadora.

c) Edición de la Biblioteca “Bicentenario de la Batalla de Bomboná. Colección de 12
títulos seleccionados.

d)  Implementación de la Cátedra Bomboná.

CONTEXTO DE INFRAESTRUCTURA FÍSICA.

a)  Restauración de la casa Hacienda Bomboná.

b)  Levantamiento del monumento Bomboná.

c) Construcción de un barrio típico: Multiproyecto: Casa de Memoria: Archivo
Histórico, Museo arqueológico y de la Independencia, fototeca, biblioteca, librería,
cafetería, tiendas de artesanías y tiendas de venta de café.

d)  Parque temático.

ARTÍCULO 7. SOBRE EL PRESUPUESTO NACIONAL. Autorícese al Gobierno
nacional para que incorpore dentro del Presupuesto General de la Nación las
apropiaciones requeridas necesarias y de cumplimiento a los proyectos contemplados en
la presente Ley.

ARTÍCULO 8. Autorícese al Ministerio de Cultura su concurso para que realice la
gestión ante Entidades Públicas o Privadas del orden nacional o internacional, para la
obtención de recursos económicos adicionales a los apropiados en el Presupuesto
General de la Nación, que se requieran para la ejecución e implementación de los
proyectos y obras relacionadas con la conmemoración del bicentenario de la Batalla de
Bombona.

ARTÍCULO 9. SECRETARIA TÉCNICA. Autorícese la creación de la secretaría
técnica como un organismo encargado de organizar la conmemoración del Bicentenario
de la Batalla de Bomboná. La misma que estará integrada por los delegados oficiales de
la Dirección de Cultura de la Gobernación de Nariño, De la Academia Nariñense de
Historia, de las Direcciones de Cultura Municipales de la Zona y entre sus funciones
están:

a) La organización de la conmemoración del bicentenario de la batalla de Bomboná: 7
de abril de 1822 - 2022.
b) La organización y realización de foros, conversatorios, talleres y demás actividades
académicas necesarias sobre la importancia de la Batalla de Bombona.
c)  La Gestión de los recursos necesario para la realización de publicaciones, así como
acciones investigativas en relación a las manifestaciones históricas, patrimoniales,
artísticas, educativas y socioculturales relacionadas con la batalla de Bomboná.
d) Hacer el seguimiento a las obras y proyectos estratégicos contemplados en la
presente Ley.
e)  La realización de un plan de salvaguarda e inversiones presupuestales.
f) La organización de un reglamento interno de trabajo, operatividad y gestión. g) La
identificación de proyectos y actividades que diera lugar la presente ley.

ARTÍCULO 10. SOBRE LA DIVULGACIÓN. La copia de la presente ley será
entregada a las Instituciones Culturales e Históricas de la Región en letra de estilo, en
acto especial y protocolario, cuya fecha, lugar y hora serán programados por las
mesas directivas del Congreso de la República y la Secretaria Técnica.

ARTÍCULO 11. La presente Ley rige a partir de la fecha de su sanción y publicación.

De los congresistas,

ANTONIO SANGUINO PÁEZ BERNER ZAMBRANO ERASO
Senador de la República Senador de la República
Partido Alianza Verde Partido de la Unidad
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de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un 
término perentorio para la etapa de indagación, 

tratándose de delitos graves realizados contra los 
niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial 

de investigación de delitos priorizados cometidos 
contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras 

disposiciones.
                                               

 

Edificio Nuevo El Congreso Carrera 7 No. 8 – 68 Mezanine sur 
 Teléfonos (57-1) 3823162 – 3823163 Correo:esperanza.andrade@senado.gov.co  
 oficinasenadoesperanzaandrade@gmail.com 
 

    
Bogotá D.C. 25 de agosto de 2021 
 
 
Honorable Senador 
GERMAN VARÓN COTRINO 
Presidente 
Comisión Primera Constitucional  
Senado de la República 
Ciudad. 
 
 
 
Referencia: INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO 
DE LEY NO. 481 de 2021 Senado – 124 de 2020 Cámara “Por la cual se modifican 
los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término 
perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados 
contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación 
de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan 
otras disposiciones” 
 
 
Respetado presidente: 
 
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional del Senado de la República, procedo a rendir Informe de Ponencia 
para primer debate al proyecto de ley No. 481 de 2021 Senado – 124 de 2020 
Cámara.  El Informe de Ponencia de este Proyecto de Ley se rinde en los siguientes 
términos: 
 
 

 
PROYECTO DE LEY NO. 481 DE 2021 SENADO – 124 DE 2020 CÁMARA 

 
 “POR LA CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 175 Y 201 DE LA LEY 906 DE 

2004, CON EL FIN DE ESTABLECER UN TÉRMINO PERENTORIO PARA LA ETAPA 
DE INDAGACIÓN, TRATÁNDOSE DE DELITOS GRAVES REALIZADOS CONTRA LOS 

NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, SE CREA LA UNIDAD ESPECIAL DE 
INVESTIGACIÓN DE DELITOS PRIORIZADOS COMETIDOS CONTRA LA INFANCIA Y 

LA ADOLESCENCIA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
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I. TRAMITE DE LA INICIATIVA. 
 
El Proyecto de Ley No. 124 de 2020 Cámara fue presentado por el Honorable 
Senador Alejandro Corrales Escobar, y por los HHRR. Gabriel Jaime Vallejo Chujfi, 
Ruben Darío Molano Piñeros, Juan Espinal Ramirez, Christian Munir Garcés Aljure, 
Milton Hugo Angulo Viveros, José Jaime Uscátegui Pastrana, Margarita María 
Restrepo Arango, Juan Manuel Daza Iguaran, Yenica Sugein Acosta Infante, 
Adriana Magali Matiz Vargas, Julio César Triana Quintero, Erwin Arias Betancur, 
Harry Giovanny González García, Alfredo Rafael Deluque Zuleta y Nilton Córdoba 
Manyoma. Proyecto publicado en la Gaceta 669 de 2020.  
 
Igualmente, el 27 de agosto de 2020, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de 
la Cámara de Representantes designó como ponentes en primer debate para el 
Proyecto en mención a los HH.RR. Gabriel Jaime Vallejo Chujfi –C, Erwin Arias 
Betancur –C, Alfredo Rafael Deluque Zuleta, Nilton Córdoba Manyoma, Adriana 
Magali Matíz Vargas, Juanita María Goebertus Estrada, Luis Alberto Albán Urbano, 
Carlos Germán Navas Talero y Ángela María Robledo Gómez.  
 
El presente Proyecto de Ley fue debida y previamente anunciado para ser discutido 
el día 24 de septiembre de 2020, fecha en la cual fue aprobado en primer debate, 
sin modificaciones, por las mayorías requeridas. En ese mismo día fueron 
designados los ponentes para rendir informe de ponencia para segundo debate.  
 
Posteriormente, en sesión plenaria de la cámara de representantes, del día 29 de 
abril de 2021, fue aprobado en segundo debate el Texto definitivo con 
modificaciones del proyecto de ley No. 124 de 2020 Cámara “Por medio de la cual 
se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer 
un término perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves 
realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de 
investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, 
y se dictan otras disposiciones”. Lo anterior, según consta en el acta de la sesión 
plenaria ordinaria No. 220 de abril 29 de 2021, previo su anuncio en la sesión del 
día 27 de abril de 2021, correspondiente al acta No. 218. 
 
Finalmente, con fecha 26 de mayo de 2021, se recibió de la cámara de 
representantes el expediente del Proyecto de ley No. 124 de 2020 Cámara “Por 
medio de la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el 
fin de establecer un término perentorio para la etapa de indagación, tratándose de 
delitos graves realizados contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad 
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especial de investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y la 
adolescencia, y se dictan otras disposiciones”. 
 
 
II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY.  
 
La presente iniciativa tiene por objeto establecer un término perentorio para que los 
fiscales formulen imputación o decidan motivadamente sobre el archivo de la 
indagación, so pena de ser relevados y verse inmersos en las sanciones que 
correspondan. Esto, con el fin principal de darle impulso a las pesquisas y al 
ejercicio de la acción penal tratándose de delitos tan deleznables como el homicidio 
o los delitos sexuales cometidos contra los niños, niñas y adolescentes. Asimismo, 
persigue crear una unidad especial de investigación de delitos de alto impacto 
realizados contra la infancia y la adolescencia, a efectos de focalizar y robustecer 
los esfuerzos en las labores de protección, indagación e investigación y, por lo 
mismo, aumentar los niveles de efectividad en el sistema penal.  
 
 
 
III. NECESIDAD DE LA INICIATIVA.  
 
 
Un grave problema social que está golpeando cada vez más a los menores de edad 
en el mundo es el que tiene que ver con la comisión de delitos sexuales perpetrados 
contra estos, donde las más afectadas son las mujeres: Según un estudio realizado 
por UNICEF en el 2017, en el mundo aproximadamente 15 millones de mujeres 
entre los 15 y los 19 años han sido abusadas sexualmente. De ellas, 9 millones 
fueron víctimas en el 2016. Según el mismo estudio, nueve de cada 10 mujeres 
reportan haber sido abusadas por primera vez durante su adolescencia, siendo el 
abusador alguien conocido para la víctima. De acuerdo con la red de líneas de 
denuncia INHOPE, el 90% de las víctimas utilizadas en material de abuso sexual 
son niñas y el 79% de los casos, involucran a niñas y niños entre los 3 y los 13 
años1.  
 
En Colombia, la vulneración de derechos a los niños, niñas y adolescentes no es la 
excepción, al contrario, va en preocupante ascenso: De acuerdo con los datos 
publicados en la última versión de la Revista Forensis, en lo corrido del año 2018 el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses practicó 26.065 
valoraciones por presunto delito sexual de las cuales 22.794 corresponden a niños, 
                                                 
1 UNICEF. (2018). Delitos de abuso y explotación sexual infantil. Disponible en: 
https://www.unicef.org/colombia/comunicados-prensa/delitos-de-abuso-y-explotacion-sexual-infantil  
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niñas y adolescentes, equivalente al 87,72 % de todas las valoraciones por delito 
sexual practicadas durante este periodo2.  
 
Igualmente, según el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
entre enero y mayo de 2020 se han practicado 7.544 exámenes médicos legales 
por presunto delito sexual que representan el 43,49 por ciento de las lesiones no 
fatales en el país. De estos, 6.479 fueron realizados a menores de edad que se 
desagregan como se sigue:  
 
 

3 
 
 
Actualmente, como se dijo en precedencia, las mujeres siguen siendo las víctimas 
más recurrentes del abuso sexual sin distinguir edad. Sin embargo, este es un mal 
que aqueja a toda la sociedad. Al revisar más a fondo, la población indígena y negra 
de la nación suma un porcentaje importante en los registros, luego de los casos 
denunciados donde no hay distinción étnica: 151 indígenas (136 mujeres y 15 
hombres), así como 183 negros (166 mujeres y 17 hombres)3. Recuérdese el triste 
y repudiable caso de violación sexual contra la niña emberá, el cual ha 
conmocionado recientemente a todo el país. Este indeseable fenómeno trae 
consecuencias que resultan nefastas para la salud física y emocional del niño, niña 
o adolescente. Como lo narra Echeburúa4 “la violencia sexual genera daños en la 
autoestima del individuo, sentimientos de tristeza, culpa e indefensión y en la red 

                                                 
2 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. (2019). Revista Forensis 2018 “Datos para la 
vida”, p. 232. Disponible en: 
https://www.medicinalegal.gov.co/documents/20143/386932/Forensis+2018.pdf/be4816a4-3da3- 1ff0-
2779-e7b5e3962d60  
 
3 Revista Semana (2020). Abuso sexual de niños y niñas en Colombia: cifras de este grave delito. Disponible 
en: https://www.semana.com/nacion/articulo/abuso-sexual-en-colombia-2020-cifras-de-medicina-legal-
icbf-y-procuraduria/682120  
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familiar secuelas difíciles de superar (…) a parte de las consecuencias físicas, tiene 
efectos psicológicos a corto y largo plazo como depresión, ansiedad, intentos de 
suicidio o el síndrome de estrés postraumático”.  
 
Al menos 3.093 menores de 12 años han sido víctimas de violencia sexual en 
Colombia este año, lamentablemente el ICBF recibe 19 denuncias por este tipo de 
delitos cada hora. 724 niños entre 0 y cinco años han sido víctimas de abuso en 
este 2021. 
 
Lo cierto es que las cifras de violencia contra los niños son preocupantes. De 
acuerdo con Medicina Legal, de enero a mayo de 2021, la entidad realizó 6.657 
exámenes que confirmaron actos sexuales abusivos y acceso carnal violento contra 
menores de 17 años. 
 
Lo que más preocupa a los directivos del instituto de Medicina Legal es que de esta 
cifra, 3.093 corresponden a hechos sexuales violentos contra niños y niñas entre 
los 0 a los 12 años. 
 
De acuerdo con medicina legal de enero a mayo de este año se presentaron 52 
casos de violencia sexual contra menores de edad que se encuentran bajo 
protección del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 12 hombres y 40 
mujeres. Durante el mismo periodo, pero de 2020, se reportaron 54 casos de 
violencia sexual contra menores, 11 hombres y 43 contra mujeres4. 
 
En cuanto al despreciable delito de homicidio cometido contra la infancia y la 
adolescencia debe decirse lo siguiente:  
 
Según cifras suministradas por Save the Children5 70 niños y niñas mueren 
diariamente en América Latina y El Caribe a causa de la violencia. Las tasas de 
homicidio infantil más altas del mundo se encuentran en la región. Los niños, niñas 
y adolescentes de América Latina y El Caribe tienen al menos el doble de 
probabilidades de ser asesinados que en cualquier otra región. Asimismo, ha 
expresado que durante el año 2018, en Colombia 673 niños y niñas fueron víctimas 
de homicidio y que entre enero y marzo de 2019 se reportaron175 casos de 

                                                 
4 Noticiasrcn.com/Instituto Nacional de Medicina Legal/ICBF 
5 Save the Children. Informe: Construyendo una vida mejor con la niñez. (2019). Disponible en: 
https://www.savethechildren.org.co/articulo/informe-construyendo-una-vida-mejor-con-la-ni%C3%B1ez  

 
homicidio en los que las víctimas son menores de edad. En total, en 2019 la cifra de 
homicidios fue de 708. La mayoría de ellos tenía entre 15 y 17 años6.  
 
Según el último informe global sobre niñez de Save the Children, en la actualidad, 
los niños y las niñas tienen más probabilidades de crecer sanos, recibir educación 
y estar protegidos que en cualquier otro momento en las últimas dos décadas. Sin 
embargo, en América Latina y El Caribe la violencia sigue siendo la principal causa 
de muerte en los niños y niñas. De acuerdo con esta Organización Internacional las 
tasas de homicidio infantil son "muy altas" en Venezuela y Colombia donde 20 de 
cada 100,000 adolescentes son asesinados7.  
 
Ahora bien, no bastando los preocupantes índices de homicidios y de delitos 
sexuales contra los niños, niñas y adolescentes, se suma otro problema: los altos 
índices de impunidad frente al particular. Al respecto, la directora del ICBF Lina 
María Arbeláez ha dado un dato que se muestra desconcertante: "el 98 por ciento 
de los casos de violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes están en 
impunidad"8 
 
De acuerdo con la entrevista que se le hiciere a la directora del ICBF, “casi la 
totalidad de casos que registra este Instituto siguen sin ser resueltos. El 
sistema judicial colombiano no da a basto con los procesos y cada vez que llega 
una denuncia pueden pasar meses antes de que un fiscal o juez revise los 
pormenores del hecho. La Procuraduría también maneja cifras similares. En un 
estudio realizado por la entidad, entre enero de 2017 y agosto de 2018, se encontró 
que el 90 por ciento (65.430) de los delitos sexuales estaban en fase de 
indagación; solo el 1,2 por ciento en ejecución de penas; 5,7 por ciento en juicio y 
2,5 por ciento en investigación”9.  
 
Aunado a lo expuesto, la Alianza por la Niñez Colombiana da cuenta de cómo la 
impunidad respecto de los delitos de violencia sexual y homicidio contra 
niños, niñas y adolescentes llega a más de un 97% de los casos 

                                                 
6 El Tiempo. No cesa violencia contra menores: 38 fueron asesinados en enero. (2020). Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/justicia/delitos/preocupantes-cifras-de-asesinatos-de-menores-en-colombia-en-
enero-459730  
 
7 Save the Children. (2019). Ibíd.  
 
8 Revista Semana (2020). Ibíd.  
 
9 Ibíd.  

 
denunciados10. Es lo anterior, sin duda, uno de los principales problemas sobre los 
cuales se debe colocar la lupa; la falta de impulso en la etapa de indagación, que a 
la postre lleva a la impunidad, pues en vano resulta cualquier intento por agravar las 
penas contra este tipo de delitos si no se cuenta con un ente acusador fuerte y 
rápido capaz de hacer efectiva la indagación y la investigación de este tipo de 
delitos, a fin de ser efectivos con el reproche penal cuando a ello haya lugar.  
 
Además, no menos importante, resulta necesario expresar que la modificación 
procesal penal aquí deseada responde a la propia inconformidad de las 
víctimas, que con el paso del tiempo ven frustrado su reclamo de Justicia y, 
en no pocas veces, desalienta su intervención ante la misma Fiscalía y los Jueces, 
al pasar los años sin que siquiera se les llame y se imparta la tan anhelada justicia. 
Y en el peor de los casos, esa dilación para formular imputación -existiendo ya los 
EMP-, ha conllevado a que aquellas víctimas sean persuadidas o amenazadas -por 
referir solo algunos casos- para cambiar su versión inicial, sin pasar por alto que 
períodos de tiempo tan extensos conjuran o conspiran frente a la verdad de los 
hechos.  
 
Así las cosas, según los autores, lo pretendido con esta iniciativa no es otra 
cosa que apuntarle hacia la efectividad de las penas, lo cual sea un 
complemento oportuno para las medidas que han perseguido endurecer los 
castigos, tratándose de este tipo de ilícitos reprochables desde todo punto de vista.  
 
Por último, señalan los autores que, en cuanto al impacto fiscal que se puede 
generar a partir de lo pretendido, debe decirse que lo aquí dispuesto se ajusta al 
ordenamiento jurídico actual en el sentido en que los recursos a asegurarse deben 
estar dentro del Presupuesto General de la Nación aprobado en los momentos de 
ley, esto es, no generaría costos adicionales o lo acordado cada tanto, con lo cual 
se busca que se ajuste al Marco Fiscal de Mediano Plazo, sin desconocer que 
también se contempla que sea un porcentaje progresivo y razonable. 
 
La inclusión de tal mandato es de cardinal consideración pues de no garantizarse 
recursos para la unidad especializada de investigación de delitos cometidos contra 
los menores de edad, resultaría infructuoso cualquier intento por mejorar el aparato 
investigativo del ente acusador.  
 
 
IV. CONSIDERACIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES.  
                                                 
10 Save the Children. Acabar con la impunidad frente a la violencia sexual y los homicidios contra la niñez, es 
el principal reto. (2019). Disponible en: https://www.savethechildren.org.co/articulo/%E2%80%9Cacabar-
con-la-impunidad-frente-la-violencia-sexual-y-los-homicidios-contra-la-ni%C3%B1ez-es-el  

 
Lo primero que cabe indicar en este punto es que lo pretendido en esta propuesta 
normativa se encuadra dentro de la libertad de configuración legislativa tan 
desarrollada jurisprudencialmente, e igualmente, compartiendo la ratio decidendi de 
la Sentencia de la H. Corte Constitucional para declarar exequible el parágrafo del 
artículo 175 del C.P.P., el deseo de este proyecto no es coartar la función 
investigativa del ente acusador, sino más bien buscar que tal actividad se realice 
con mayor ímpetu y celeridad.  
 
En ese horizonte, por resultar siendo razones similares aplicables al caso que aquí 
reúne la atención, conviene traer a colación lo expresado por la Guardiana de la 
Constitución para declarar la exequibilidad de tal imposición de topes temporales:  
 
“El establecimiento de límites temporales a esta fase del procedimiento penal 
no suprime las facultades y funciones investigativas de la Fiscalía General de 
la Nación, sino que, por el contrario, la impulsa a desarrollarlas diligente y 
eficazmente; tampoco afecta los derechos de las víctimas a la verdad, a la justicia 
y a la reparación, porque obliga a las instancias judiciales a materializar sus 
derechos en términos cortos y precisos. Y aunque eventualmente el vencimiento del 
plazo puede dar lugar al archivo de las diligencias, tal decisión debe ser motivada a 
partir de los supuestos previstos en el artículo 79 del CPP, y se puede disponer la 
reapertura del caso cuando exista mérito para ello. En segundo lugar, los términos 
de dos, tres y cinco años previstos en la disposición acusada, responden a criterios 
de razonabilidad y se enmarcan dentro de la libertad de configuración legislativa”. 
(Sentencia C- 893 de 2012). Negrita y subraya fuera del original.  
 
Por su parte, el término diferenciado que se propone en este proyecto encuentra su 
razón de ser en el criterio de discriminación positiva que se desliga del derecho a la 
igualdad (art. 13 Superior) y está orientado hacia la salvaguarda del interés superior 
del niño, según el cual, siguiendo lo expresado en la misma Norma de normas (art. 
44 Superior) y en tratados internacionales ratificados por Colombia (v.gr. la 
Convención sobre los Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1989); los 
derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.  
 
Asimismo, debe recordarse que merced al artículo 193 del Código de Infancia y 
Adolescencia: “Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el artículo 
anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos 
en los cuales sean víctimas los niños, las niñas y los adolescentes la autoridad 
judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos: (…) 1. Dará prioridad a 
las diligencias, pruebas, actuaciones y decisiones que se han de tomar. (…)”; razón 
por la cual se justifica dar un tratamiento preferente en la etapa de indagación 
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cuando quiera que el sujeto pasivo de la conducta punible sea un menor de edad, 
el cual, no resulta inane decirlo, es un sujeto de especial protección constitucional.  
 
V. IMPACTO FISCAL.  
 
En reiterados fallos de la Corte Constitucional se ha dispuesto que el legislador no 
puede dejar de legislar por materia de recursos, para ello tenemos como sustento 
los diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional, como la Sentencia C-
911 de 2007, en la cual se puntualizó que el impacto fiscal de las normas no puede 
convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa. En tal virtud señaló:  
 
“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 
819 de 2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única 
y exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad 
de iniciativa legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual 
se vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la 
medida en que se lesiona seriamente la autonomía del legislativo. 
Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle 
una forma de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de 
ley en el Parlamento.  
 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la 
función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro 
de Hacienda” (Sentencia C-911 de 2007).  
 
VI. CONFLICTO DE INTERESES.  
 
Dando alcance a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992”, se hacen las siguientes consideraciones 
a fin de describir las circunstancias o eventos que podrían generar conflicto de 
interés en la discusión y votación de la presente iniciativa legislativa, de conformidad 
con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 
de 2019, a cuyo tenor reza:  
 
“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los 
congresistas deberán declarar los conflictos De intereses que pudieran surgir en 
ejercicio de sus funciones.  

 
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación 
de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio 
particular, actual y directo a favor del congresista.  
 
a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.  
 
b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.  
 
c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
(…)”  
 
Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa Administrativa del Honorable Consejo 
de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, M.P. Carlos Enrique 
Moreno Rubio, señaló que:  
 
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se 
sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que 
per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto 
que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o 
personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y 
actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o 
votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o 
imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier 
naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”.  
 
Se estima que la discusión y aprobación del presente Proyecto de Ley podría 
suscitar conflictos de interés cuando quiera que el congresista o pariente dentro de 
los grados de ley esté siendo investigado por las conductas punibles de homicidio, 
feminicidio, delitos contra la libertad individual, violencia intrafamiliar, o delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexual, perpetrados contra menores de edad.  
 
Es menester precisar, que la descripción de los posibles conflictos de interés que 
se puedan presentar frente al trámite o votación del presente Proyecto de Ley, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 modificado por la Ley 

 
2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar causales adicionales en las 
que pueda estar inmerso.  
 
VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES.  
 
TEXTO DEFINITIVO 
PLENARIA CÁMARA AL 
PROYECTO DE LEY No 
124 DE 2020 CÁMARA  
 

TEXTO PROPUESTO 
PARA PRIMER DEBATE 
EN COMISION 
PRIMERA DE SENADO 
AL PROYECTO DE LEY 
No. 481 de 2021 Senado 
– 124 de 2020 Cámara 

OBSERVACIONES 

PROYECTO DE LEY NO. 
481 de 2021 Senado – 
124 de 2020 Cámara 
“Por medio de la cual se 
modifican los artículos 
175 y 201 de la Ley 906 
de 2004, con el fin de 
establecer un término 
perentorio para la etapa 
de indagación, tratándose 
de delitos graves 
realizados contra los 
niños, niñas y 
adolescentes, se crea la 
unidad especial de 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y se dictan 
otras disposiciones”. 

PROYECTO DE LEY NO. 
481 de 2021 Senado – 
124 de 2020 Cámara 
“Por la cual se modifican 
los artículos 175 y 201 de 
la Ley 906 de 2004, con el 
fin de establecer un 
término perentorio para la 
etapa de indagación, 
tratándose de delitos 
graves realizados contra 
los niños, niñas y 
adolescentes, se crea la 
unidad especial de 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y se dictan 
otras disposiciones”. 

Se elimina la expresión 
“por medio de la cual” 

 ARTÍCULO 1. OBJETO. 
Modificar los artículos 
175 y 201 de la Ley 906 
de 2004, a fin de 
establecer un término de 
seis (6) meses, en el cual 
la Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular 
imputación de cargos o 
archivar motivadamente 

Se ajusta como artículo 
1°, el articulo nuevo del 
texto definitivo de la 
plenaria de cámara que 
establece el objeto del 
proyecto para ajustar la 
numeración orden y 
forma del proyecto. 

 
la indagación, en delitos 
que se ejerzan en contra 
de menores de edad y 
crear la Unidad Especial 
de Investigación de 
Delitos Priorizados, 
cometidos contra 
menores de edad. 
 

ARTÍCULO 1. 
Modifíquese el artículo 
175 de la Ley 906 de 
2004, el cual quedará así: 
 
 “ARTÍCULO 175. 
DURACIÓN DE LOS 
PROCEDIMIENTOS. El 
término de que dispone la 
Fiscalía para formular la 
acusación o solicitar la 
preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) 
días contados desde el 
día siguiente a la 
formulación de la 
imputación, salvo lo 
previsto en el artículo 294 
de este código.  
 
El término será de ciento 
veinte (120) días cuando 
se presente concurso de 
delitos, o cuando sean 
tres o más los imputados 
o cuando se trate de 
delitos de competencia 
de los Jueces Penales de 
Circuito Especializados. 
 
La audiencia preparatoria 
deberá realizarse por el 
juez de conocimiento a 

ARTÍCULO 2. 
Modifíquese el artículo 
175 de la Ley 906 de 
2004, el cual quedará así:  
 
“ARTÍCULO 175. 
DURACIÓN DE LOS 
PROCEDIMIENTOS. El 
término de que dispone la 
Fiscalía para formular la 
acusación o solicitar la 
preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) 
días contados desde el 
día siguiente a la 
formulación de la 
imputación, salvo lo 
previsto en el artículo 294 
de este código.  
 
El término será de ciento 
veinte (120) días cuando 
se presente concurso de 
delitos, o cuando sean 
tres o más los imputados 
o cuando se trate de 
delitos de competencia 
de los Jueces Penales de 
Circuito Especializados.  
 
La audiencia preparatoria 
deberá realizarse por el 
juez de conocimiento a 

Pasa a ser artículo 2. 
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más tardar dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia 
de formulación de 
acusación.  
 
La audiencia del juicio 
oral deberá iniciarse 
dentro de los cuarenta y 
cinco (45) días siguientes 
a la conclusión de la 
audiencia preparatoria. 
 
PARÁGRAFO 1°. La 
Fiscalía tendrá un término 
máximo de dos años 
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminis para formular 
imputación u ordenar 
motivadamente el archivo 
de la indagación. Este 
término máximo será de 
tres años cuando se 
presente concurso de 
delitos, o cuando sean 
tres o más los imputados. 
Cuando se trate de 
investigaciones por 
delitos que sean de 
competencia de los 
jueces penales del 
circuito especializado el 
término máximo será de 
cinco años. 
 
PARÁGRAFO 2°. 
Tratándose de los delitos 
de homicidio (Art. 103 
C.P.), feminicidio (Art. 
104A C.P.), inducción o 
ayuda al suicidio (Art 107 

más tardar dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia 
de formulación de 
acusación.  
 
La audiencia del juicio 
oral deberá iniciarse 
dentro de los cuarenta y 
cinco (45) días siguientes 
a la conclusión de la 
audiencia preparatoria.  
 
PARÁGRAFO 1°. La 
Fiscalía tendrá un término 
máximo de dos años 
contados a partir de la 
recepción de la noticia 
criminis para formular 
imputación u ordenar 
motivadamente el archivo 
de la indagación. Este 
término máximo será de 
tres años cuando se 
presente concurso de 
delitos, o cuando sean 
tres o más los imputados. 
Cuando se trate de 
investigaciones por 
delitos que sean de 
competencia de los 
jueces penales del 
circuito especializado el 
término máximo será de 
cinco años.  
 
PARÁGRAFO 2°. 
Tratándose de los delitos 
de homicidio (Art. 103 
C.P.), feminicidio (Art. 
104A C.P.), inducción o 
ayuda al suicidio (Art 107 

 
C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras 
garantías (Capítulos I, II, 
IV y V del Título III C.P.), 
violencia intrafamiliar (Art. 
229 C.P.) o de delitos 
contra la libertad, 
integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), 
perpetrados contra 
menores de dieciocho 
(18) años, la Fiscalía 
tendrá un término de seis 
(6) meses contados a 
partir de la recepción de 
la noticia criminal para 
formular la imputación u 
ordenar mediante 
decisión motivada el 
archivo de la indagación, 
prorrogables por una sola 
vez hasta por seis (6) 
meses más cuando 
medie justificación 
razonable.  
 
Si vencido este término 
no se ha llevado a cabo la 
imputación o el archivo, el 
fiscal que esté 
conociendo del proceso 
será relevado del caso y 
se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes, quien 
deberá resolver sobre la 
formulación de 
imputación o el archivo en 
un término perentorio de 
sesenta (60) días, 
contados a partir del 
momento en que se le 

C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras 
garantías (Capítulos I, II, 
IV y V del Título III C.P.), 
violencia intrafamiliar (Art. 
229 C.P.) o de delitos 
contra la libertad, 
integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), 
perpetrados contra 
menores de dieciocho 
(18) años, la Fiscalía 
tendrá un término de seis 
(6) meses contados a 
partir de la recepción de 
la noticia criminal para 
formular la imputación u 
ordenar mediante 
decisión motivada el 
archivo de la indagación, 
prorrogables por una sola 
vez hasta por seis (6) 
meses más cuando 
medie justificación 
razonable.  
 
Si vencido este término 
no se ha llevado a cabo la 
imputación o el archivo, el 
fiscal que esté 
conociendo del proceso 
será relevado del caso y 
se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes, quien 
deberá resolver sobre la 
formulación de 
imputación o el archivo en 
un término perentorio de 
sesenta (60) días, 
contados a partir del 
momento en que se le 

 
asigne el cao, sin 
perjuicio de las sanciones 
a que haya lugar para el 
fiscal sustituido de la 
actuación.  
 
El fiscal que no cumpla 
con los términos 
establecidos 
anteriormente para los 
casos señalados en la ley 
incurrirá por esa sola 
conducta a título de 
omisión en causal de 
mala conducta, 
compulsándose copias 
de inmediato al Consejo 
Superior de la Judicatura 
para el inicio de la 
investigación 
disciplinaria.  
 
Lo previsto en este 
parágrafo no obstará para 
que se pueda disponer la 
reapertura del caso 
cuando exista mérito para 
ello.  
 
PARÁGRAFO 3°. En los 
procesos por delitos de 
competencia de los 
jueces penales del 
circuito especializados, 
por delitos contra la 
Administración Pública y 
por delitos contra el 
patrimonio económico 
que recaigan sobre 
bienes del Estado 
respecto de los cuales 
proceda la detención 

asigne el cao, sin 
perjuicio de las sanciones 
a que haya lugar para el 
fiscal sustituido de la 
actuación.  
 
El fiscal que no cumpla 
con los términos 
establecidos 
anteriormente para los 
casos señalados en la ley 
incurrirá por esa sola 
conducta a título de 
omisión en causal de 
mala conducta, 
compulsándose copias 
de inmediato al Consejo 
Superior de la Judicatura 
para el inicio de la 
investigación 
disciplinaria.  
 
Lo previsto en este 
parágrafo no obstará para 
que se pueda disponer la 
reapertura del caso 
cuando exista mérito para 
ello.  
 
PARÁGRAFO 3°. En los 
procesos por delitos de 
competencia de los 
jueces penales del 
circuito especializados, 
por delitos contra la 
Administración Pública y 
por delitos contra el 
patrimonio económico 
que recaigan sobre 
bienes del Estado 
respecto de los cuales 
proceda la detención 

 
preventiva, los anteriores 
términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o 
más los imputados o los 
delitos objeto de 
investigación”.  
 
 

preventiva, los anteriores 
términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o 
más los imputados o los 
delitos objeto de 
investigación”.  
 

ARTÍCULO 2. 
Modifíquese el artículo 
201 de la Ley 906 de 
2004, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 201. 
ÓRGANOS DE POLICÍA 
JUDICIAL 
PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las 
funciones de policía 
judicial los servidores 
investidos de esa función, 
pertenecientes al Cuerpo 
Técnico de Investigación 
de la Fiscalía General de 
la Nación y a la Policía 
Nacional, por intermedio 
de sus dependencias 
especializadas.  
 
PARÁGRAFO 1°. En los 
lugares del territorio 
nacional donde no 
hubiere miembros de 
policía judicial de la 
Policía Nacional, estas 
funciones las podrá 
ejercer la Policía 
Nacional.  
 
PARÁGRAFO 2°. La 
Fiscalía General de la 
Nación contará con una 

ARTÍCULO 3. 
Modifíquese el artículo 
201 de la Ley 906 de 
2004, el cual quedará así:  
 
“ARTÍCULO 201. 
ÓRGANOS DE POLICÍA 
JUDICIAL 
PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las 
funciones de policía 
judicial los servidores 
investidos de esa función, 
pertenecientes al Cuerpo 
Técnico de Investigación 
de la Fiscalía General de 
la Nación y a la Policía 
Nacional, por intermedio 
de sus dependencias 
especializadas.  
 
PARÁGRAFO 1°. En los 
lugares del territorio 
nacional donde no 
hubiere miembros de 
policía judicial de la 
Policía Nacional, estas 
funciones las podrá 
ejercer la Policía 
Nacional.  
 
PARÁGRAFO 2°. La 
Fiscalía General de la 
Nación contará con una 

Pasa a ser artículo 3. 
 
Y por sugerencia de los 
autores, se agrega un 
parágrafo No.3, que 
dispone la colaboración 
armónica entre quienes 
integren la unidad 
Especial de Investigación 
de delitos priorizados 
cometidos contra la 
Infancia y la 
Adolescencia, 
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Unidad Especial de 
Investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la Infancia y la 
Adolescencia, con 
equipos técnicos y 
profesionales suficientes 
e idóneos del Cuerpo 
Técnico de Investigación 
para desarrollar el 
programa metodológico 
trazado por el ente 
acusador. Esta Unidad 
Especial funcionará de 
conformidad con lo 
normado en la ley y en el 
estatuto orgánico de la 
Fiscalía General de la 
Nación.  
 

Unidad Especial de 
Investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la Infancia y la 
Adolescencia, con 
equipos técnicos y 
profesionales suficientes 
e idóneos del Cuerpo 
Técnico de Investigación 
para desarrollar el 
programa metodológico 
trazado por el ente 
acusador. Esta Unidad 
Especial funcionará de 
conformidad con lo 
normado en la ley y en el 
estatuto orgánico de la 
Fiscalía General de la 
Nación. 
 
 
PARÁGRAFO 3°. La 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad 
operará de forma 
articulada y bajo el 
principio de colaboración 
armónica entre sus 
distintos miembros, los 
cuales serán funcionarios 
de la Fiscalía General de 
la Nación, Cuerpo 
Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de 
Infancia y Adolescencia, 
Defensorías de Familia, 
Defensores Públicos, 
Jueces de Garantías y 
Jueces de Conocimiento. 
La conformación de la 

 
Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad 
será reglamentada 
conforme al estudio de 
cargas que se contempla 
en el artículo siguiente. 
 

 ARTÍCULO NUEVO. En 
un plazo de seis (6) 
meses contados a partir 
de la expedición de la 
presente ley, deberá 
definirse la creación, 
conformación y ubicación 
de la Unidad Especial de 
Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos 
contra menores de edad, 
conforme a lo establecido 
en el estudio de carga 
presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el 
Consejo Superior de la 
Judicatura. Lo anterior, 
sin perjuicio de que en el 
estudio de carga 
participen, según sean 
requeridos, el Cuerpo 
Técnico de Investigación 
Judicial, la Policía de 
Infancia y Adolescencia, 
el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar, el 
Departamento 
Administrativo Nacional 
de Estadística -DANE-, 
Consejería Presidencial 
para la Niñez, Consejería 
Presidencial para la 
Equidad de la Mujer y 

Por sugerencia de los 
autores, se agrega un 
nuevo artículo, numerado 
como artículo 4º, el cual 
dispone que en un plazo 
de seis (6) meses 
contados a partir de la 
expedición de la presente 
ley, deberá definirse la 
creación, conformación y 
ubicación de la Unidad 
Especial de Investigación 
de Delitos Priorizados 
cometidos contra 
menores de edad. 

 
Adolescencia, así como 
la Consejería 
Presidencial para los 
Derechos Humanos y 
Asuntos Internacionales.   
 

ARTÍCULO 3. En el 
Presupuesto General de 
la Nación se deberá 
garantizar de manera 
progresiva un porcentaje 
razonable para la 
financiación de la Unidad 
Especial para la 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y en 
general para la 
consecución de las 
labores de investigación 
por parte de la Fiscalía 
General de la Nación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
PARÁGRAFO. Este 
porcentaje variará 
positiva o negativamente 
conforme a los resultados 
obtenidos en las labores 
de la unidad y el impacto 
que tengan en la 
administración de justicia, 
para lo cual anualmente 
se hará la calificación de 
este elemento.  

ARTÍCULO 5. En el 
Presupuesto General de 
la Nación se deberá 
garantizar de manera 
progresiva un porcentaje 
razonable para la 
financiación de la Unidad 
Especial para la 
investigación de delitos 
priorizados cometidos 
contra la infancia y la 
adolescencia, y en 
general para la 
consecución de las 
labores de investigación 
por parte de la Fiscalía 
General de la Nación. Sin 
perjuicio de lo anterior, 
las fuentes de 
financiación también 
podrán provenir de 
aportes otorgados por 
cooperación 
internacional.  
 
PARÁGRAFO. Este 
porcentaje variará 
positiva o negativamente 
conforme a los resultados 
obtenidos en las labores 
de la unidad y el impacto 
que tengan en la 
administración de justicia, 
para lo cual anualmente 
se hará la calificación de 
este elemento.  

Pasa a ser artículo 5º, 
además, por sugerencia 
de los dispone como 
fuente de financiación los 
aportes otorgados por 
cooperación 
internacional. 

 
  
ARTÍCULO 4. 
Establézcase el término 
perentorio de un (1) año 
contado a partir de la 
vigencia de la presente 
Ley para que la Fiscalía 
General de la Nación 
proceda con la 
reglamentación e 
implementación de lo 
aquí previsto.  
 

ARTÍCULO 6. 
Establézcase el término 
perentorio de un (1) año 
contado a partir de la 
vigencia de la presente 
Ley para que la Fiscalía 
General de la Nación 
proceda con la 
reglamentación e 
implementación de lo 
aquí previsto.  
 

Pasa a ser artículo 6. 

ARTÍCULO NUEVO. 
OBJETO. Modificar los 
artículos 175 y 201 de la 
Ley 906 de 2004, a fin de 
establecer un término de 
seis (6) meses, en el cual 
la Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular 
imputación de cargos o 
archivar motivadamente 
la indagación, en delitos 
que se ejerzan en contra 
de menores de edad y 
crear la Unidad Especial 
de Investigación de 
Delitos Priorizados, 
cometidos contra 
menores de edad.  
 

 Pasa a ser el artículo 1. 

ARTÍCULO 5. VIGENCIA 
Y DEROGATORIAS. La 
presente Ley rige a partir 
de su promulgación y 
deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias.  
 

ARTÍCULO 7. VIGENCIA 
Y DEROGATORIAS. La 
presente Ley rige a partir 
de su promulgación y 
deroga todas las 
disposiciones que le sean 
contrarias.  
 

Pasa a ser artículo 7. 
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PROPOSICIÓN  
 
Considerando los argumentos expuestos, en cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la ley 5 de 1992, presento ponencia positiva y solicito a los 
miembros de la Honorable Comisión Primera Constitucional Permanente del 
Senado de la República dar primer debate al PROYECTO DE LEY NO. 481 de 2021 
Senado – 124 de 2020 Cámara “Por la cual se modifican los artículos 175 y 201 
de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un término perentorio para la 
etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, 
niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos 
priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras 
disposiciones”, de conformidad con el pliego de modificaciones y el texto 
propuesto para el primer debate. 
 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
Esperanza Andrade Serrano 
Senadora Ponente 
Partido Conservador Colombiano 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NO. 
481 DE 2021 SENADO – 124 DE 2020 CÁMARA  

 
“POR LA CUAL SE MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 175 Y 201 DE LA LEY 906 
DE 2004, CON EL FIN DE ESTABLECER UN TÉRMINO PERENTORIO PARA 

 
LA ETAPA DE INDAGACIÓN, TRATÁNDOSE DE DELITOS GRAVES 

REALIZADOS CONTRA LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES, SE CREA LA 
UNIDAD ESPECIAL DE INVESTIGACIÓN DE DELITOS PRIORIZADOS 

COMETIDOS CONTRA LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA, Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES” 

 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA  
 

DECRETA: 
 

 
ARTÍCULO 1. OBJETO. Modificar los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, a 
fin de establecer un término de seis (6) meses, en el cual la Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular imputación de cargos o archivar motivadamente la 
indagación, en delitos que se ejerzan en contra de menores de edad y crear la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados, cometidos contra menores 
de edad. 
 
 
ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así:  
 
“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. El término de que 
dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la 
imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 de este código.  
 
El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, 
o cuando sean tres o más los imputados o cuando se trate de delitos de competencia 
de los Jueces Penales de Circuito Especializados.  
 
La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más 
tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación.  
 
La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria.  
 
PARÁGRAFO 1°. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a 
partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar 

 
motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. 
Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los 
jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.  
 
PARÁGRAFO 2°. Tratándose de los delitos de homicidio (Art. 103 C.P.), feminicidio 
(Art. 104A C.P.), inducción o ayuda al suicidio (Art 107 C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras garantías (Capítulos I, II, IV y V del Título III C.P.), violencia 
intrafamiliar (Art. 229 C.P.) o de delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), perpetrados contra menores de dieciocho (18) años, la 
Fiscalía tendrá un término de seis (6) meses contados a partir de la recepción de la 
noticia criminal para formular la imputación u ordenar mediante decisión motivada 
el archivo de la indagación, prorrogables por una sola vez hasta por seis (6) meses 
más cuando medie justificación razonable.  
 
Si vencido este término no se ha llevado a cabo la imputación o el archivo, el fiscal 
que esté conociendo del proceso será relevado del caso y se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, quien deberá resolver sobre la 
formulación de imputación o el archivo en un término perentorio de sesenta (60) 
días, contados a partir del momento en que se le asigne el cao, sin perjuicio de las 
sanciones a que haya lugar para el fiscal sustituido de la actuación.  
 
El fiscal que no cumpla con los términos establecidos anteriormente para los casos 
señalados en la ley incurrirá por esa sola conducta a título de omisión en causal de 
mala conducta, compulsándose copias de inmediato al Consejo Superior de la 
Judicatura para el inicio de la investigación disciplinaria.  
 
Lo previsto en este parágrafo no obstará para que se pueda disponer la reapertura 
del caso cuando exista mérito para ello.  
 
PARÁGRAFO 3°. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales 
del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos 
contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de 
los cuales proceda la detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación”.  
 
ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 201 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así:  
 
“ARTÍCULO 201. ÓRGANOS DE POLICÍA JUDICIAL PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las funciones de policía judicial los servidores investidos de esa 
función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General 

de la Nación y a la Policía Nacional, por intermedio de sus dependencias 
especializadas.  
 
PARÁGRAFO1°. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros 
de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía 
Nacional.  
 
PARÁGRAFO 2°. La Fiscalía General de la Nación contará con una Unidad 
Especial de Investigación de delitos priorizados cometidos contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos técnicos y profesionales suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de Investigación para desarrollar el programa metodológico trazado 
por el ente acusador. Esta Unidad Especial funcionará de conformidad con lo 
normado en la ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación. 
 
PARÁGRAFO 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores de edad operará de forma articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica entre sus distintos miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de Infancia y Adolescencia, Defensorías de Familia, Defensores 
Públicos, Jueces de Garantías y Jueces de Conocimiento. La conformación de la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores 
de edad será reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en el 
artículo siguiente. 
 
ARTÍCULO 4. En un plazo de seis (6) meses contados a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá definirse la creación, conformación y ubicación de la Unidad 
Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de 
edad, conforme a lo establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin perjuicio 
de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, el Cuerpo Técnico 
de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y Adolescencia, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, Consejería Presidencial para la Niñez, Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así como la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales.   
 
 
ARTÍCULO 5. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 
manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 
Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 
la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación 
por parte de la Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 

 
de financiación también podrán provenir de aportes otorgados por cooperación 
internacional. 
 
PARÁGRAFO. Este porcentaje variará positiva o negativamente conforme a los 
resultados obtenidos en las labores de la unidad y el impacto que tengan en la 
administración de justicia, para lo cual anualmente se hará la calificación de este 
elemento.  
 
ARTÍCULO 6. Establézcase el término perentorio de un (1) año contado a partir de 
la vigencia de la presente Ley para que la Fiscalía General de la Nación proceda 
con la reglamentación e implementación de lo aquí previsto.  
 
ARTÍCULO 7. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
Esperanza Andrade Serrano 
Senadora Ponente 
Partido Conservador Colombiano 
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ARTÍCULO 1. OBJETO. Modificar los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, a 
fin de establecer un término de seis (6) meses, en el cual la Fiscalía General de la 
Nación, deberá formular imputación de cargos o archivar motivadamente la 
indagación, en delitos que se ejerzan en contra de menores de edad y crear la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados, cometidos contra menores 
de edad. 
 
 
ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así:  
 
“ARTÍCULO 175. DURACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS. El término de que 
dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión no podrá 
exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la 
imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 de este código.  
 
El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, 
o cuando sean tres o más los imputados o cuando se trate de delitos de competencia 
de los Jueces Penales de Circuito Especializados.  
 
La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más 
tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia de 
formulación de acusación.  
 
La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria.  
 
PARÁGRAFO 1°. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a 
partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar 

 
motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años 
cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. 
Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los 
jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.  
 
PARÁGRAFO 2°. Tratándose de los delitos de homicidio (Art. 103 C.P.), feminicidio 
(Art. 104A C.P.), inducción o ayuda al suicidio (Art 107 C.P.), delitos contra la 
libertad individual y otras garantías (Capítulos I, II, IV y V del Título III C.P.), violencia 
intrafamiliar (Art. 229 C.P.) o de delitos contra la libertad, integridad y formación 
sexual (Título IV C.P.), perpetrados contra menores de dieciocho (18) años, la 
Fiscalía tendrá un término de seis (6) meses contados a partir de la recepción de la 
noticia criminal para formular la imputación u ordenar mediante decisión motivada 
el archivo de la indagación, prorrogables por una sola vez hasta por seis (6) meses 
más cuando medie justificación razonable.  
 
Si vencido este término no se ha llevado a cabo la imputación o el archivo, el fiscal 
que esté conociendo del proceso será relevado del caso y se designará otro fiscal, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, quien deberá resolver sobre la 
formulación de imputación o el archivo en un término perentorio de sesenta (60) 
días, contados a partir del momento en que se le asigne el cao, sin perjuicio de las 
sanciones a que haya lugar para el fiscal sustituido de la actuación.  
 
El fiscal que no cumpla con los términos establecidos anteriormente para los casos 
señalados en la ley incurrirá por esa sola conducta a título de omisión en causal de 
mala conducta, compulsándose copias de inmediato al Consejo Superior de la 
Judicatura para el inicio de la investigación disciplinaria.  
 
Lo previsto en este parágrafo no obstará para que se pueda disponer la reapertura 
del caso cuando exista mérito para ello.  
 
PARÁGRAFO 3°. En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales 
del circuito especializados, por delitos contra la Administración Pública y por delitos 
contra el patrimonio económico que recaigan sobre bienes del Estado respecto de 
los cuales proceda la detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán 
cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación”.  
 
ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 201 de la Ley 906 de 2004, el cual quedará 
así:  
 
“ARTÍCULO 201. ÓRGANOS DE POLICÍA JUDICIAL PERMANENTE. Ejercen 
permanentemente las funciones de policía judicial los servidores investidos de esa 
función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General 

de la Nación y a la Policía Nacional, por intermedio de sus dependencias 
especializadas.  
 
PARÁGRAFO1°. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros 
de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las podrá ejercer la Policía 
Nacional.  
 
PARÁGRAFO 2°. La Fiscalía General de la Nación contará con una Unidad 
Especial de Investigación de delitos priorizados cometidos contra la Infancia y la 
Adolescencia, con equipos técnicos y profesionales suficientes e idóneos del 
Cuerpo Técnico de Investigación para desarrollar el programa metodológico trazado 
por el ente acusador. Esta Unidad Especial funcionará de conformidad con lo 
normado en la ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación. 
 
PARÁGRAFO 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores de edad operará de forma articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica entre sus distintos miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de Infancia y Adolescencia, Defensorías de Familia, Defensores 
Públicos, Jueces de Garantías y Jueces de Conocimiento. La conformación de la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores 
de edad será reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en el 
artículo siguiente. 
 
ARTÍCULO 4. En un plazo de seis (6) meses contados a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá definirse la creación, conformación y ubicación de la Unidad 
Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de 
edad, conforme a lo establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin perjuicio 
de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, el Cuerpo Técnico 
de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y Adolescencia, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, Consejería Presidencial para la Niñez, Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así como la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales.   
 
 
ARTÍCULO 5. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 
manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 
Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 
la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación 
por parte de la Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 
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normado en la ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación. 
 
PARÁGRAFO 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados 
cometidos contra menores de edad operará de forma articulada y bajo el principio 
de colaboración armónica entre sus distintos miembros, los cuales serán 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación 
Judicial, Policía de Infancia y Adolescencia, Defensorías de Familia, Defensores 
Públicos, Jueces de Garantías y Jueces de Conocimiento. La conformación de la 
Unidad Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores 
de edad será reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en el 
artículo siguiente. 
 
ARTÍCULO 4. En un plazo de seis (6) meses contados a partir de la expedición de 
la presente ley, deberá definirse la creación, conformación y ubicación de la Unidad 
Especial de Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de 
edad, conforme a lo establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía 
General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin perjuicio 
de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, el Cuerpo Técnico 
de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y Adolescencia, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística -DANE-, Consejería Presidencial para la Niñez, Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así como la Consejería Presidencial 
para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales.   
 
 
ARTÍCULO 5. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 
manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 
Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 
la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación 
por parte de la Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 
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instituciones de educación básica y media del país.
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2.  Despacho del Viceministro General 

 

–

 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 37810/2021/OFI 

 
 
 
Asunto: Comentarios al texto aprobado en segundo debate del Proyecto de Ley 050 de 
2020 Senado “por medio del cual se fortalecen las capacidades de las comunidades 
educativas en prevención del consumo de sustancias psicoactivas en las instituciones de 
educación básica y media del país.”  
 

El proyecto de ley, de iniciativa parlamentaria, de acuerdo con lo contemplado en su artículo 1, tiene por objeto “

adolescentes y jóvenes”.

Radicado: 2-2021-044377

Bogotá D.C., 30 de agosto de 2021 13:32
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“la formulación y adopción de las políticas, planes 
generales, programas y proyectos del Sector Administrativo que dirigen”

“Los ministros y los directores de departamentos administrativos son 

ir la actividad administrativa y ejecutar la ley”

“Artículo 39. Los gastos autorizados por Leyes preexistentes a la presentación del proyecto anual del Presupuesto 

1993”. 

“la aprobación legislativa de un gasto es condición necesaria pero no suficiente para poder llevarlo a cabo, (…) 

artículo 346 CP.)”. 

“Artículo 47. Corresponde al Gobierno preparar anualmente el Proyecto de Presupuesto General de la Nación con base 

en el proyecto de propuesto”.
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Adicionalmente, se sugiere articular lo propuesto en los artículos 5 y 6, respectivamente, “ ” y 
“Apoyo a iniciativas de participación juveniles comunitarias en prevención del consumo de sustancias psicoactivas”

–
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DE 2020 SENADO

por medio del cual se declara el río Grande de 
la Magdalena como hidrovía y se dictan otras 

disposiciones.
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2.  Despacho del Viceministro General 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 37813/2021/OFI 

 
Asunto: Comentarios a la ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley No. 174 de 
2020 Senado “por medio del cual se declara el río Grande de la Magdalena como hidrovia 
y se dictan otras disposiciones”.  
 

 

 

                                                 

Radicado: 2-2021-044381

Bogotá D.C., 30 de agosto de 2021 14:00

 h
ri
h

 9
y
A

e
 2

z
H

y
 f

u
lC

 0
v
Ih

 4
Z

b
W

 Y
5

w
=

V
a

li
d

a
r 

d
o

c
u

m
e

n
to

 f
ir
m

a
d

o
 d

ig
it
a

lm
e

n
te

 e
n

: 
h

tt
p

:/
/s

e
d

e
e

le
c
tr

o
n

ic
a

.m
in

h
a

c
ie

n
d

a
.g

o
v
.c

o

F
ir
m

a
 e

le
c
tr

ó
n

ic
a

 v
á

li
d

a
 p

o
r 

L
e

y
 5

2
7

 d
e

 1
9

9
9

 y
 D

e
c
re

to
 2

3
6

4
 d

e
 2

0
1

2
.



Gaceta del Congreso  1137	 Miércoles, 1º de septiembre de 2021	 Página 11
Continuación oficio    Página 2 de 4

Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
Código Postal 111711 
PBX: (571) 381 1700   
Atención al ciudadano (571) 6021270 - Línea Nacional: 01 8000 910071 
atencioncliente@minhacienda.gov.co 
Carrera 8 No. 6C- 38 Bogotá D.C. 
www.minhacienda.gov.co 
 

No Portuarias. Para ello, el proyecto busca “garantizar la correcta ejecución de las obligaciones y cumplimiento de las 

aplicables”.

 

 

 

cios en el sector eléctrico. Para ello, el proyecto busca “implementar proyectos de generación de energía 
solar fotovoltaica como fuente no convencional de energía”.

 

 
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sobresalir entre las instituciones del sector transporte mientras le proporcionan una imagen fortalecida”. 
Para ello, el proyecto busca “fomentar el potencial turístico del río Magdalena”.

“un Plan para restablecer la navegabilidad del río Magdalena, que se soporta principalmente 

intermodal”.

e la creación del “Sistema Nacional de Seguridad Integral Fluvial 
de la hidrovía del río Grande de la Magdalena a cargo del Ministerio de Transporte Nacional”. Al respecto, tomando como refer

“con el fin de cumplir el objeto de la presente ley, el Gobierno nacional creará y 

rmagdalena), como responsable de potenciar al río Magdalena como hidrovía nacional.” (Subrayado fuera de 

                                                 
Proyecto del PGN denominado: “DESARROLLO DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN DEL OBSERVATORIO NACIONAL DE SEGURIDAD VIAL NACIONAL” en 

–
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“Todas las erogaciones que se causen con ocasión de la implementación y ejecución de la presente ley deberán consultar la 

Marco Fiscal de Mediano Plazo y las normas orgánicas de presupuesto”.

“Artículo 4º. Autorización. Autorícese al Gobierno nacional

establecer Cormagdalena, en observancia del artículo 18 de la Ley 161 de 1994”.

“(…) la Ley Orgánica del Presupuesto regulará lo correspondiente a la programación, aprobación, 

organismos y entidades estatales para contratar.”
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fallecidas por Covid-19 en el país.
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2.  Despacho del Viceministro General 

 

 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 37806/2021/OFI 

 
Asunto: Comentarios a la ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley 376 de 2021 
Senado “Por medio de la cual se honra a las personas fallecidas por Covid-19 en el país”.    
 

“la memoria de las 

ercanos”

“Artículo 3. 

Ministerio de Cultura y las entidades territoriales.”

Radicado: 2-2021-044375

Bogotá D.C., 30 de agosto de 2021 13:20
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“Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y 

vigentes”.    

“… El concepto de ordenador del gasto se refiere a la capacidad de ejecución del Presupuesto. Ejecutar el gasto, 
—

—
atañen al ordenador del gasto (...)”
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“(…) corresponde al Congreso, en su condición de órgano de representación popular, decretar, por medio de la ley, 

— —
“Los gastos autorizados por leyes preexistentes a la presentación del proyecto anual del Presupuesto 

de 1993” (…)”.

“respecto de leyes o proyectos de leyes que se refieren a 

, sino autorizaciones para ello”.

                                                 
 

El artículo 154 de la Constitución señala: “Las leyes pueden tener origen en 

comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.”
— —

22/98 Senado, 242/99 Cámara “Mediante la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 250 años de fundación del municip
infraestructura e interés social”.
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“autorícese”

“… el criterio determinante para establecer si el Congreso violó la regla de iniciativa gubernamental en materia de gasto 

constitucional de iniciativa gubernamental en materia de gasto público…” 

–
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LEY NÚMERO 409 DE 2021 SENADO
por la cual el Congreso de la República honra la 
memoria del abogado, profesor, escritor y político, 
Carlos Holmes Trujillo García, en reconocimiento a 

su labor diplomática, social y política.
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2.  Despacho del Viceministro General 

 

 
 

Radicado entrada  
No. Expediente 37802/2021/OFI 

 
 
 
Asunto: Comentarios al informe de ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley No. 
409 de 2021 Senado “por la cual el Congreso de la República honra la memoria del 
abogado, profesor, escritor y político, Carlos Holmes Trujillo García, en reconocimiento a 
su labor diplomática, social y política”.  
 

Radicado: 2-2021-044370

Bogotá D.C., 30 de agosto de 2021 13:08
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“Los órganos que son una sección en el Presupuesto General de la Nación, tendrán la capacidad de contratar y 

vigentes”.    

“… El concepto de ordenador del gasto se refiere a la capacidad de ejecución del Presupuesto. Ejecutar el gasto, 
—

—
atañen al ordenador del gasto (...)”

“(…) corresponde al Congreso, en su condición de órgano de representación popular, decretar, por medio de la ley, 
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— —
“Los gastos autorizados por leyes

de 1993” (…)”.

“respecto de leyes o proyectos de leyes que se refieren a 

, sino autorizaciones para ello”.

                                                 
El artículo 154 de la Constitución señala: “Las leyes pueden tener origen en cualquiera de las cámaras a propuesta

comerciales y las que decreten exenciones de impuestos, contribuciones o tasas nacionales.”
— —

22/98 Senado, 242/99 Cámara “Mediante la cual la Nación se asocia a la conmemoración de los 250 años de fundación del municip
Departamento del Cesar y se ordena la realización de obras de infraestructura e interés social”.
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“autorícese”

“… el criterio determinante para establecer si el Congreso violó la regla de iniciativa gubernamental en m

ativa gubernamental en materia de gasto público…” 
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CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO DE LA 
PONENCIA PARA CUARTO DEBATE DEL 

PROYECTO DE LEY  458 DE 2021 SENADO, 
19 DE 2020 CÁMARA, ACUMULADO CON 
LOS PROYECTOS DE LEY 155 DE 2020 Y 

221 DE 2020 CÁMARA
por la cual se establecen medidas para promover la 

adquisición, renovación, ampliación y no evasión del 
Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT), 

se modifica la Ley 769 de 2002 y se dictan otras 
disposiciones.
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2020 y 221 de 2020 Cámara “

y se dictan otras disposiciones”   
 

“establecer medidas que permitan luchar contra la evasión en la 

establecer una cobertura complementaria y voluntaria al Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT)”

 

Radicado: 2-2021-044606

Bogotá D.C., 31 de agosto de 2021 15:10
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Años sin 
reclamacio

nes  

Distribución de 

asegurados  

Primas 

emitidas 

SOAT  

% 

Distribución 

de 

asegurados  

% Recaudo 

SOAT 

actual  (1) 

Distribución 

del cobro 

según PL, 

ex ante (2) 

Recaudo 

PL ex 

ante 

 (3) = (1) 

* (2) 

Distribución 

del cobro 

según PL, 

ex post (4) 

Recaudo 

PL ex 

post (5) = 

(1) * (4) 

0             2.852.229  $1.306.757 35,0% 34,2% 100,0% 34,2% 110,6% 37,8% 

1             1.528.326  $711.658 18,7% 18,6% 90,0% 16,8% 100,6% 18,7% 

2             1.073.912  $507.673 13,2% 13,3% 85,0% 11,3% 95,6% 12,7% 

3                753.471  $355.671 9,2% 9,3% 80,0% 7,4% 90,6% 8,4% 

4                556.174  $262.580 6,8% 6,9% 80,0% 5,5% 90,6% 6,2% 

5            1.389.646  $679.027 17,0% 17,8% 80,0% 14,2% 90,6% 16,1% 

Total            8.153.759  $3.823.366 100,0% 100,0%   89,4%   100,0% 
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Destinatario de 
recursos afectado 

Descuento solo a 
vehículos aportantes 

(1) 

Descuento solo a 
vehículos subsidiados 

(2) 

Descuento a todos los 
vehículos 

(1+2) 

Aseguradoras -$85.816 -$42.335 -$128.151 

ADRES -$66.538 -$32.825 -$99.363 

Agencia Nacional de 
Seguridad Vial 

-$3.109 -$1.534 -$4.643 

Total SOAT -$155.463 -$76.694 -$232.157 
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